
La Protección del Patrimonio. Entre el mito de la
Ley y la retórica

El Patrimonio Histórico es más que memoria y
conservación del pasado: forma parte de nuestro
entramado vital, pues por él nos sentimos pertene-
ciendo a un tiempo, fragmento de una historia que
ni empieza ni acaba con nosotros. La experiencia
de nuestra radical historicidad resulta tanto más
enriquecedora y necesaria cuanto que en la época
actual todo parece favorecer un cierto ímpetu
homogeneizador que está anonadando con la mis-
ma fuerza el pretérito y el futuro. En este horizon-
te preservar el Patrimonio significa algo más que la
simple conservación del legado de nuestros ante-
pasados, pues sólo quien respeta su herencia pue-
de mantener intacta la esperanza en un porvenir.

Es la apretada síntesis de nuestra reflexión inicial1,
que en la encrucijada finisecular del Patrimonio
Histórico español nos impele a abordar una serie
de cuestiones palpitantes cuya elusión indefinida
podría estar haciendo ociosos buena parte de
nuestros esfuerzos.

1. Una de las circunstancias que afectan de modo
más crucial a nuestro Patrimonio tiene que ver con
el positivismo jurídico, y es el hecho de que en vir-
tud de las propias determinaciones legales un bien
sólo puede ser tenido a todos los efectos como
integrante de aquél cuando se le ha reconocido
formalmente el carácter de bien de interés cultural.
De aquí se desprende que todo lo que no goza de
dicha consideración queda en la práctica relegado
a su suerte.

Creemos obligado decir al respecto que es muy
poco lisonjero lo que se ha hecho en nuestra
Comunidad en la órbita de tales declaraciones2;
algo que no parece consecuencia meramente de
que en un momento dado hayan podido prevale-
cer criterios demasiado estrictos en la interpreta-
ción del precepto que obliga a inventariar o decla-
rar los bienes más relevantes. En cualquier caso, la
norma no dice que deban declararse sólo los
bienes más relevantes, y cuando prescribe alguna
prioridad, lo hace –como leemos en el preámbulo
de la LPHE– en favor de aquéllos que de forma
más palmaria requieren protección. Si tomamos
en cuenta que el legislador declara todos los casti-
llos cualquiera que sea su estado de ruina, las cue-
vas, abrigos y lugares con manifestaciones de arte
rupestre, los escudos, piedras heráldicas, rollos de jus-

ticia, cruces de término que no formen parte de edi-
ficios declarados, etc., no hallaremos congruente
que entrara en sus cálculos la implantación de
parámetros muy restrictivos para el otorgamiento
del rango de B.I.C. Otra lectura reduciría por aña-
didura a retórica vana la posición prominente a
que aquélla eleva la estima de los ciudadanos en la
valoración y revalorización del PH. Implícita en
este comprometedor pronunciamiento la ley ins-
pira la tesis de que, junto a las especulaciones
científico-técnicas de que puedan ser objeto, los
bienes históricos encierran significados profundos
que acaso sólo las gentes sencillas son capaces de
percibir. Sin la participación de los ciudadanos
muchos de esos bienes quedarían marginados de
la excepcional misión que atribuimos a los bienes
culturales en la moderna sociedad. Frente a la pro-
pensión a funcionalizarlo todo, a partir del propio
individuo del que ya únicamente interesa el rol
social que desempeña, la LPHE apuesta por esa
participación de la conciencia sentiente de nues-
tro pueblo en la identificación y defensa de unos
valores que tienen cobijo en su entraña misma,
aunque quizás se muestren refractarios a manejos
y comprobaciones experimentales.

2. Hay en la protección que las leyes instituyen en
favor de los B.I.C. una dimensión peculiar que tras-
ciende a los propios bienes, consistente en que
dicha protección trata de dar respuesta antes que
nada a un derecho básico del hombre: el derecho
a la cultura, al desarrollo espiritual. Pues bien, la ley
protege al Patrimonio para que éste sea puesto, en
las mejores condiciones posibles, al servicio de los
ciudadanos, promoviendo el conocimiento y disfru-
te por éstos de sus plurales manifestaciones. Some-
ramente, esta protección se concreta en el manda-
to constitucional a los poderes públicos para que
garanticen su conservación y enriquecimiento, así
como su defensa frente a la exportación y la expo-
liación3. La LPHE completa el panorama de institu-
ciones y recursos, con los que cree hacer efectiva
esta protección, imponiendo deberes específicos a
los propietarios de los bienes y atribuyendo a los
ciudadanos en general la facultad de solicitar la
incoación de procedimientos declarativos, la obli-
gación de denunciar estados de riesgo de deterio-
ro o destrucción de bienes y la capacidad de per-
sonarse como acción popular en la tutela de nues-
tro caudal histórico.

El reconocimiento público del derecho a la cultura,
como de cualquier otro derecho fundamental, supo-
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ne siempre un avance. Pero este reconocimiento es
de condición pragmática: significa la instauración de
unos mínimos principios prácticos en los que conver-
ge la conciencia colectiva. Mientras, subsisten las con-
vicciones ideológicas y morales que distancian a unos
de otros.Y son éstas las que van a llenar de conteni-
dos significantes las declaraciones de derechos o a
consagrar su definitiva insustancialidad; pues, para que
estas declaraciones no queden en puras entelequias,
han de perfeccionarse con disposiciones concretas
que organicen el ejercicio de los derechos y los
doten de efectividad.

Un análisis de las medidas establecidas por nuestra
legislación para, mediante la protección del PH,
promover la cultura de todos, podría llevarnos a
conclusiones decepcionantes. Así, al cargar sobre
los propietarios, titulares de derechos reales o
poseedores de los bienes que lo integran, el deber
de mantenerlos y custodiarlos, prescindiendo, por
una parte, de su discutible equidad, pues se ignora
la función social que están llamados a cumplir y, por
otra, de la evidencia de que muchos de aquéllos
jamás podrán asumir con sus solos recursos tama-
ña responsabilidad, torna en gran medida la conser-
vación en quimera, dejando en este aspecto desar-
bolado el derecho a la cultura. Mas, para el Estado
moderno, henchido de autosuficiencia, no hay otras
realidades que las que él mismo otorga o sanciona,
y procede en todo momento conforme a ello. Con
ese único fundamento no es de extrañar que más
de una de sus reconocimientos y realizaciones aca-
ben siendo castillos en el aire. Por otro lado, aun-
que muchas cosas, en tanto prerrogativas de la
humana dignidad, son antes y después del Estado, y
sólo cabe reputar conquista del progreso su públi-
co reconocimiento, para el Estado no alcanzan ple-
na vigencia hasta que son acogidas dentro de su
funcionalidad; lo cual termina por hacer depender
todo de él, en una estructura de relaciones que
desdeña por sistema las evidencias y aspiraciones
personales. Según esto, el derecho a la cultura, que
equivale a contar con las condiciones necesarias
para un óptimo desarrollo del individuo, solamente
está presente en la vida actual como realización de
la soberanía del Estado, que a su entender lo hace
viable resolviendo su ejercicio en el fenómeno de
la colectividad. No cabe duda de que resta mucho
por hacer para que este derecho, como la propia
inviolabilidad del PH, no se queden en meras for-
mulaciones, grandilocuentes pero hueras.

3. Pese a ciertas infundadas euforias, los ciudadanos
españoles están lejos aún de ser tan conscientes de
lo que significa su PH como para anticiparse a toda
imposición en orden a su conservación. Desde lue-
go, sería un desatino esperar que todo el mundo
actúe en beneficio del mismo por impulso propio.
No podemos olvidar el carácter dual y contradic-
torio del ser humano, que le lleva en ocasiones a
conspirar contra el bien común haciendo de la
convivencia, como señala Ortega y Gasset, “una
tragedia permanente”. Pero una gestión que ha de
reposar únicamente en una ordenación imperada,

es decir, en obligar a los ciudadanos a que coope-
ren, en ocasiones en contra de la costumbre o en
medida que puedan tener por arbitraria, está con-
denada al fracaso. Las insuficiencias que tratamos
de exponer dejan en entredicho la organización y
eficacia de la tutela administrativa, restando alcance
real al derecho a la cultura. La crisis es en particu-
lar ostensible en lo que hace al patrimonio arqueo-
lógico, terriblemente castigado a causa de la falta
de civismo de mucha gente, pero también de las
lagunas e imperfecciones examinadas, y en especial
de la inviabilidad de un modelo y de una praxis que
hacen gravitar el amparo de su integridad sobre los
propietarios de los terrenos en que aquél se
encuentra diseminado, Por lo que a Andalucía se
refiere, la expoliación ha alcanzado dimensiones de
“verdadera plaga”.

El saqueo de yacimientos no es desde luego un
hecho episódico, ni obedece en exclusiva a alguna
clase de codicia. Los depredadores responden a
motivaciones muy diferentes. Entre las más reitera-
tivas encontraremos con probabilidad aquéllas que
traslucen un vago romanticismo: un género de
encantamiento que confiere al despojo un singular
sentido de aventura, empujando al elegido a correr
incansable tras el reclamo de tesoros ocultos, fabu-
lados casi siempre por la fantasía popular, o una
especie de fascinación del misterio de los pueblos
remotos que impulsa al devoto del pasado a ras-
trear las huellas que le pongan en comunicación
con él. Compartiendo el esfuerzo por la conquista
del legado ignoto, el erudito local sueña con descu-
brimientos insólitos que den solidez a sus persona-
les teorías sobre los orígenes y la historia de su
comunidad. Luego están los coleccionistas o sim-
plemente enamorados de las antigüedades, dis-
puestos a compensar con generosidad a quienes se
las procuran.Y los que se movilizan sin otro propó-
sito que traficar con los objetos ancestrales.Y quie-
nes, como otros en todos los tiempos, han averi-
guado que las viejas ruinas son casi siempre pródi-
gas canteras de excelentes materiales constructi-
vos. Y, por último, aquéllos a quienes no les duele
arrasar cuanto se interponen a sus planes de apro-
vechamiento del suelo.

Cada uno se ingenia como puede para expoliar. Y
así, hemos tenido oportunidad de conocer desde
la técnica más rudimentaria, consistente en ir
batiendo el suelo con una barra, localizando por el
sonido los huecos de enterramientos para extraer
ajuares funerarios, pasando por la búsqueda direc-
ta de objetos metálicos sirviéndose de detectores,
algunos tan sofisticados que permiten no sólo loca-
lizar los metales a mayor profundidad, sino incluso
discriminarlos para tener opción sobre los más
nobles. Hay técnicas para la expoliación a gran
escala que practican cuadrillas bien pertrechadas.
Mencionaremos finalmente el saqueo protagoniza-
do por propietarios o arrendatarios de terrenos,
que laborean determinadas zonas de sus predios
con arados de rejas capaces de profundizar la hen-
didura y de remover y hacer aflorar hermosos ele-
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NOTAS

1. Véase Boletín Informativo n° 12,
septiembre 1995.

2. Sirva de ejemplo que, en la pro-
vincia de Málaga, se han declarado
desde la transferencia de competen-
cias en la materia a la Comunidad
Autónoma, es decir, en la década
1985-1995, únicamente cuatro
inmuebles en la categoría de monu-
mentos, y una zona arqueológica.

3. Constitución Española, artícu-
los 46 y 149.28.

4. De la experiencia cotidiana
podrían extraerse múltiples ejem-
plos que corroboran esta frecuen-
te pugna de intereses. Así, cuando
unas edificaciones dentro de un
conjunto arquitectónico adolecen
de problemas que disminuyen su
habitabilidad o aprovechamiento,
o cuando la inversión pretendida
resulta importunada por la apari-
ción de unos insospechados restos
arqueológicos, lo ventajoso desde
la perspectiva del promotor parti-
cular será: allí, dejar que las casas
se arruinen para que la sustitución
sea inevitable, y conseguir de paso
un mejor aprovechamiento del
solar; y, aquí, ocultar el malhadado
hallazgo que podría dar al traste
con la expectativa de negocio.

5. Muchas de estas viviendas
podrían destinarse a estudiantes en
régimen de alquiler, especialmente
en ciudades históricas con centros
universitarios.

6. Constitución Española, artícu-
los 9.3 y 106.1.



mentos en piedra, que usan ellos mismos o reser-
van para intermediarios o compradores casuales.

El despliegue tutelar en el marco de los bienes y
materiales históricos que permanecen en sus
emplazamientos seculares no puede prescindir de
medidas de protección física. Entre ellas habría que
incluir, junto a la vigilancia sistemática, otras ordena-
das a regular la circulación en terrenos arqueológi-
cos, con especial énfasis en la restricción de los
accesos. Podríamos basarnos en el sistema que se
utiliza con éxito para controlar el ejercicio de la
caza en las fincas vedadas, consistente en situar en
las entradas carteles normalizados con diseños y
mensajes apropiados, complementándolos con
indicadores distintivos colocados a distancia conve-
niente a lo largo del perímetro exterior de los yaci-
mientos. Como es natural, estas señales habrían de
ser distribuidas entre los propietarios de los terre-
nos para su oportuna fijación, una vez hecha públi-
ca la norma que implantase este método de pre-
vención, y que habría de arbitrar recursos legales
específicos para lograr su plena operatividad y
establecer mecanismos de cooperación entre los
dueños de los yacimientos, los Ayuntamientos, los
Cuerpos de Seguridad y la propia Administración.
No puede olvidarse que la efectividad del sistema
en los cotos de caza viene dada porque todo el
mundo conoce de qué va, pero también porque
quien lo burla sabe a qué se expone.

Se trata, en suma, de precaver en lo posible toda
clase de actos atentatorios al patrimonio arqueoló-
gico. La represión de conductas que hayan inferido
daños irreparables al mismo resuelve ya muy poco,
aunque no se le puede negar efectos disuasorios,
por lo que quizás haya sonado también la hora de
que el vandalismo no pueda seguir produciéndose
con total impunidad.

4. La protección del PH se materializa mediante los
actos administrativos que resuelven el registro ofi-
cial de unos ciertos bienes, identificándolos como
elementos constitutivos de aquél y aplicándoles un
determinado régimen jurídico; pero también
mediante una tenaz e inteligente entrega a su con-
servación.

Ocuparse de la conservación del PH no se reduce
a consolidar o restaurar, es también empeñarse en
remover los obstáculos de todo orden que la
entorpecen. En este aspecto se impone un cambio
profundo de mentalidad y de actitudes, que habría
de principiar quizás desterrando la creencia bastan-
te corriente de que el Estado es el que tiene que
encargarse de todo; opinión que tanto ha contri-
buido a generar un intervencionismo a ultranza,
enervante y monopolizador. Que por imperativo
constitucional nuestro Estado haya de ser un Esta-
do de Cultura, no significa que tenga que erigirse
en inspirador y protagonista único de la cultura;
quiere decir más bien que debe protagonizar un
auténtico despertar de la sociedad española, posi-
bilitando la participación de todos en el patrimonio
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cultural común, creando las condiciones óptimas
para que sea permanentemente enriquecido y
orientando y coordinando las diversas aportacio-
nes. Los pueblos modernos tienen que plantearse
el carácter supletorio y complementario de las
intervenciones públicas, salvo en aquello que
corresponde a la esfera de los fines propios del
Estado, tan difícil, por otra parte, de delimitar y que
ha de incluir siempre el de ser función motriz al
servicio del bien común, y reivindicar la responsa-
bilidad de la sociedad y de todos los ciudadanos en
el mantenimiento y mejora de un Patrimonio que
les pertenece. Administraciones y particulares
deben mancomunar afanes y recursos, aunque
nuestra legislación específica no aluda siquiera a
ello. A las primeras competerá en todo caso susci-
tar las condiciones más idóneas para que los parti-
culares puedan asumir su parte. Les corresponde-
rá también atender todo lo que los particulares no
puedan hacer y que debe hacerse porque lo exige
el interés general.

Es obvio que los particulares buscarán de ordinario
su propio beneficio, no necesariamente incompati-
ble con el bien común o más general, aunque en
ocasiones puedan aparecer enfrentados4. Podemos
decir por tanto, que cuando del esfuerzo realizado
en pro del Patrimonio no se siga, con independen-
cia de la satisfacción moral de contribuir al interés
general en algo tan importante como la cultura, un
beneficio material tangible, será inútil pretender que
los particulares asuman el papel que les incumbe. El
auténtico caballo de batalla estriba en cómo favore-
cer la inversión privada en la conservación del PH
considerando los cuantiosos medios que exige, en
especial cuando se trata del patrimonio arquitectó-
nico, cuyo acondicionamiento continuo y apropiado
destino contribuiría con seguridad a mejorar en
muchos sitios la calidad de vida actual. Precisamen-
te por ello, el interés de la conservación, que en
modo alguno se opone a un desarrollo urbanístico
razonable, ha de observarse desde la dinámica que
activa la nueva economía. En la conservación pue-
den existir objetivos económicos, y los medios que
se empleen en ella están llamados a tener una ren-
tabilidad; porque los cascos históricos, cualesquiera
que sean sus dimensiones, con sus barrios compac-
tos, sus monumentos convencionales, sus manzanas
de casas vernáculas y populares, sus plazas y rinco-
nes, etc., poseen un atractivo innegable, aunque se
haya ido desdibujando durante su largo y progresi-
vo abandono. Atractivo a recuperar y desenvolver
no exclusivamente para fomento del turismo, al que
suele vincularse con preferencia el esfuerzo inver-

sor y de cuya importancia económica no puede
dudarse, sino sobre todo con vistas a que estas áre-
as urbanas, concebidas para convivir y no sólo para
coexistir, recobren los usos residenciales que han
ido perdiendo, pues carecería de sentido perpe-
tuarlas como museos inertes. La rentabilidad será
un hecho si esta aspiración se transforma en impul-
so cara a una acción coordinada de todos. Un pro-
grama concertado debería abarcar tanto la rehabi-
litación de las viviendas de estos núcleos5, como de
los edificios catalogados como monumentos para
usos educativos, culturales, comerciales, turísticos,
recreativos, asistenciales, etc., que satisfagan las
necesidades de los residentes fijos y temporales y
de los transeúntes, y, en determinados ámbitos, del
conjunto de la población. A nadie escapa que estas
iniciativas serían secundadas por otros proyectos
económicos inducidos y que todo ello representa-
ría para muchos municipios una oportunidad indu-
dable de mejora.

Un planteamiento de esta naturaleza implica un
vuelco en la concepción del gasto público en cul-
tura, estructurándolo de manera que se amplíe su
alcance y efectividad captando al ahorro privado
hacia programas conjuntos cofinanciados, actua-
ciones particulares subvencionadas, etc. Junto a
promotores profesionales o circunstanciales de
este tipo de iniciativas, el fomento de pequeñas
cooperativas para la autorrehabilitación asistida,
asesoradas convenientemente por las Administra-
ciones, así como la constitución de sociedades
populares para la puesta en marcha de cier tas
industrias culturales y otros servicios en inmue-
bles recuperados, podrían inaugurar un camino
sugestivo en la puesta en uso del patrimonio
arquitectónico. El esfuerzo que se solicita a los
particulares tendría que ser estimulado además
con beneficios fiscales adecuados. En los casos de
acondicionamiento de viviendas ubicadas en Con-
juntos y Sitios Históricos y lugares de interés
etnológico sería justo extender a éstas el derecho
a desgravaciones en el I.R.P.F. y en el Impuesto de
Sociedades, aun cuando los edificios objeto de
intervención carezcan de la condición legal de
BIC y tampoco estén incluidos en los Catálogos
de los P.E. de Protección. La promoción efectiva
de las diferentes formas de patrocinio orientadas
a la rehabilitación de monumentos para usos
sociales y culturales completaría el cuadro de
medidas destinadas a propiciar la inversión priva-
da en la conservación del PH. Digamos únicamen-
te que para que el mecenazgo irrumpa con deci-
sión en la mentalidad de las empresas ha de
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representar un acrecentamiento seguro del pres-
tigio del patrocinador, que obtendrá provecho
cierto de la publicidad de su gesto. Finalmente, no
seria un dislate la creación de premios trienales o
cuadrienales destinados a los municipios de nues-
tra C. A. que desarrollen las iniciativas de mayor
interés en este campo.

Es ocioso añadir que todo lo anterior solamente
puede ser esperado como fruto de un proyecto
cultural coherente, ambicioso y diáfano.

5. Un aspecto fundamental en la conservación del
patrimonio arquitectónico es el que tiene que ver
con la restauración de inmuebles declarados de
interés cultural. La cuestión atañe sobre todo a la
naturaleza y alcance de las posibles intervenciones,
sujetas en todos los casos a la previa autorización
de la Administración Cultural. Estas autorizaciones
son siempre producto del ejercicio de la potestad
discrecional y habrán de sustentarse en sólidas fun-
damentaciones construidas sobre criterios técnicos
profesionales. Con ello se evitarán eventuales arbi-
trariedades, que la Constitución trata de conjurar
al establecer la necesidad del control judicial de las
decisiones administrativas6, sin que dicho substrato
técnico pueda excusar este control.

A este propósito, es ilustrativo recordar una
importante sentencia judicial en la materia. En
efecto, el T. S. de Justicia de Valencia, en fallo hecho
público en mayo de 1993, declaró ilegal la llamada
reforma del Teatro Romano de Sagunto, basándo-
se en que se había construido un teatro, a la
manera de los teatros romanos, sobre las ruinas
del auténtico. Se había sobrepasado el límite esta-
blecido por la LPHE, que determina con sopesada
precisión que las actuaciones en los bienes decla-
rados irán orientadas a su conservación, consoli-
dación y rehabilitación, evitando los intentos de
reconstrucción salvo cuando se utilicen partes ori-
ginales de los mismos y pueda probarse su auten-
ticidad. El uso de materiales nuevos para la recu-
peración de partes desaparecidas sólo está permi-
tido cuando resulten indispensables para la estabi-
lidad o mantenimiento del monumento, –circuns-
tancia que según la resolución no se daba en
Sagunto– y con la condición de que los materiales
sean reconocidos, evitando las confusiones mimé-
ticas. Junto a lo que podemos llamar principio de
mínima intervención, la LPHE afirma con la misma
rotundidad la necesidad de respetar las aportacio-
nes de todas las épocas. La eliminación de alguna
de ellas sólo se autorizará con carácter excepcio-

nal, cuando los elementos que traten de suprimir-
se supongan una evidente degradación.

Pretender reconvertir unas ruinas en otra cosa es
corromper su memoria, por mucho aliciente turís-
tico o económico que ello pueda representar. Que
lo tendrá sin duda para muchos a quienes el inven-
to pueda interesar y complacer más que lo genui-
no. Pero la humanidad tiene derecho a sus ruinas.
Son partes de ella misma que sobreviven al paso
demoledor del tiempo, atestiguando sus grandezas
y miserias acumuladas a la singularidad incomuni-
cable de nuestro ser personal. El PH no permite
más restauraciones que las aceptadas por la LPHE.
Pero menos que ninguna las ‘’restauraciones de
autor”. Este tipo de experimentaciones puede
hacerlas cada cual con lo suyo, mas nunca sobre
una herencia que pertenece a todas las generacio-
nes. La arquitectura creativa tiene un campo
inagotable en la nueva construcción. ¡Cuántas
oportunidades perdidas para el enriquecimiento
de nuestro Patrimonio en tantos y tantos edificios
administrativos, colegios, viviendas de promoción
pública, etc.!

En otro aspecto, no puede omitirse una alusión a
la investigación sin fronteras, que aspira a agotar el
conocimiento de todo lo que reposa bajo nuestros
pies, con la pretensión de llegar a la primera huella
del hombre, desmontando progresivamente cuan-
to la cubre. Pues bien: frente a quienes juzgan esen-
cial la recuperación de lo que entienden por espa-
cios originales, sacrificando lo que sea preciso,
habría que decir sin ambages que éste es uno de
los medios más subrepticios de destrucción del
PH. Ni en la restauración ni en la investigación el
interés de los objetos sobre los que se actúa pue-
de desplazar legítimamente los valores que tales
objetos representan.

Paradigma de lo histórico, la ruina tiene su propio
valor : es revelación de lo humano más genuino,
grandioso y finito a la par. Cuando nos hallamos en
su presencia experimentamos que se despeja una
gran incógnita, porque percibimos que la gran aven-
tura humana no es un espejismo, y que en ella cobra
sentido y dimensión ultratemporal nuestra respon-
sabilidad. Una actitud de respeto sincero a la histo-
ria debe hacernos considerar inviolables las ruinas,
porque son el veredicto de lo efímero y de lo eter-
no humano, que estamos obligados a cuidar y a
transmitir a nuestros hijos, junto con la hermosa
convicción, testimoniada con nuestro ejemplo, de
que su veneración activa honra a quienes la cultivan.
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